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SUMARIO: 
 

Procedimiento de inspección. Facultades de la inspección. Requerimientos de obtención de 
información. Procedimiento general. Requerimiento de información dirigido por la AEAT al Consejo 
General de la Abogacía Española, en el que se solicitan datos de identificación, referente a 2014, 2015 y 
2016, de cada abogado y procurador que hubiese intervenido en procesos judiciales en cualesquiera de los 
Juzgados y Tribunales con sede en cualquier parte del territorio nacional, con datos como fechas de inicio 
de su intervención en el procedimiento, importe en litigio o identificación del cliente. Hay que diferenciar las 
dos clases de investigación que resultan necesarias para que la actividad indagatoria de la Administración 
tributaria alcance la meta de eficacia que el art. 103 de la Constitución Española proclama como uno de los 
principios que deben presidir la actuación de la Administración pública. A este respecto, ha de señalarse 
que resulta precisa una primera actividad de constatación de posibles incumplimientos individuales, que 
debe ser desarrollada cuando consten indicios sobre los mismos que deriven de la información que posea 
la Administración tributaria. Y también es imprescindible una tarea de prospección dirigida a obtener datos 
que, pese a no haber aflorado en las vías ordinarias de información que posee la Administración tributaria, 
sean relevantes para comprobar incumplimientos tributarios que efectivamente puedan haberse producido. 
Ambas clases de investigación habrán de seguir unas pautas objetivas en cuanto a su realización, para 
hacer efectivo en esta materia de investigación tributaria el postulado de interdicción de la arbitrariedad de 
los poderes públicos que contiene el art. 9.3 de la Constitución Española. Esas pautas objetivas son 
diferentes según la clase de información de cuya obtención se trate, lo que traduce en la distinción, 
jurisprudencialmente establecida con apoyo en lo establecido en los arts. 94 y 95 de la Ley 58/2003 (LGT), 
de estas dos modalidades: una información por suministro, que opera según las previsiones 
reglamentariamente establecidas en cuanto a sus formas y plazos; y una información por captación, en la 
que rige su motivación singularizada en orden a expresar las circunstancias y hechos que la justifican, así 
como su individualización subjetiva y su concreción objetiva. La información por suministro es el medio 
natural para las tareas de prospección, mientras que la información por captación es el cauce ordinario para 
constatar los indicios de posibles incumplimientos que hayan llegado a la Administración tributaria. 
Finalmente, recordar que el art. 116 de la Ley 58/2003 (LGT) dispone que la Administración elaborará un 
Plan de Control Tributario que, pese a tener carácter reservado, no impedirá que se hagan públicos los 
criterios generales que lo informen. Habiéndose de destacar que estos Planes permitirán señalar o 
singularizar grupos colectivos sobre los que la Administración tenga razonables indicios de fraude, e iniciar 
frente a sus componentes actuaciones de reclamación de información como paso previo para iniciar en su 
caso actuaciones individualizadas de investigación. Y siendo de subrayar muy especialmente que, en lo que 
hace a la motivación de estas reclamaciones colectivas de información, consistirá en explicar o justificar por 
qué el colectivo de que se trate ha de considerarse incluido en el correspondiente Plan. 
Dicho esto, debe señalarse que el requerimiento controvertido no puede ampararse en la modalidad de 
información por suministro, porque la Administración tributaria no señala la regulación reglamentaria en la 
que se apoya para llevarlo a cabo. Lo segundo a destacar es que los Planes 2016 y 2017 no justifican 
tampoco un requerimiento de información dirigido globalmente a la totalidad del colectivo de la Abogacía 
como es el que aquí es objeto de controversia; esto es, la lectura de lo que se ha transcrito en ambos Planes 
pone bien de manifiesto que, para que un requerimiento de información dirigido a uno o varios profesionales 
pueda considerarse amparado por el Plan, habrá de concurrir individualmente en cada uno de los 
seleccionados este presupuesto. Los textos de uno y otro Plan permiten diferenciar dos cosas distintas: el 
presupuesto para actuar contra los contribuyentes que presten servicios profesionales y la actuación que 
sobre ellos podrá realizar la Administración tributaria; pero sin que sean posibles estas últimas actuaciones 
si la selección del contribuyente sobre quien se va a reclamar información no se efectuó con observancia 
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de la concurrencia en él del presupuesto que se viene mencionando. La observancia del tan repetido 
presupuesto resulta inexcusable para hacer visible que la selección del profesional cuya actividad vaya a 
ser objeto de un requerimiento de información se ajusta a unas pautas de objetividad; unas pautas que, 
resultan necesarias para asegurar que la actuación de la Administración tributaria observa debidamente el 
mandato de interdicción de la arbitrariedad que proclama el art. 9.3 de la Constitución Española. [Vid., STS, 
de 13 de noviembre de 2018, recurso nº 620/2017 (NFJ071915)]. (Criterio 1 de 1) 

 
PRECEPTOS: 
 

Ley 58/2003 (LGT), arts. 94, 95 y 116.  
Constitución Española, arts. 9, 31, 39 y 103. 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 Primero. 
 
 Con fecha 8 de mayo de 2017, la Oficina Nacional de Investigación del Fraude (ONIF) Equipo Central de 
Información, del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, evacúa un Requerimiento de Obtención de 
Información al Consejo General del Poder Judicial, firmado por D. Mx..., Director del referido Departamento de 
Inspección Financiera y Tributaria, de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, con el siguiente contenido: 
 "Se solicita del Consejo General del Poder Judicial que "imparta las instrucciones oportunas, para que, a la 
mayor brevedad posible, autorice a los responsables territoriales de la (sic) bases de datos jurisdiccionales, a ceder 
a los Servicios de Inspección de AEAT, la siguiente información con trascendencia tributaria relativa a la participación 
de Abogados y Procuradores en procedimientos judiciales, que resulta necesaria para el adecuado cumplimiento de 
las actuaciones que tienen encomendadas. 
 Por procedimiento: 
 
 -Identificación de cada Abogado y Procurador que haya intervenido en procesos judiciales en cualesquiera 
de los juzgados y Tribunales con sede en cualquier parte del territorio nacional. La información contendrá nombre 
completo y NIF del Abogado o Procurador y su número de colegiado. 
 
 -Fecha de inicio de la intervención en el procedimiento. 
 - Fecha de cese (en su caso) en el procedimiento 
 -Juzgado o Tribunal ante el que ha intervenido. 
 -Localidad. 
 -Identificación del procedimiento judicial mediante su correspondiente clave. 
 -Fecha de inicio del procedimiento. 
 -Fecha de finalización del procedimiento (en su caso). 
 -Importe en litigio (en su caso). 
 -Identificación del cliente 
 La información se referirá a los años 2014, 2015 y 2016." 
 
 Segundo. 
 
 Como consecuencia de la puesta en conocimiento el 6 de noviembre de 2017 del expediente relativo al 
recurso contencioso-administrativo nº ..., interpuesto por el XY, contra el "Acuerdo de 20 de julio de 2017, de la 
Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial", dicho XY tuvo conocimiento del Requerimiento de 
Obtención de Información de referencia. 
 
 Tercero. 
 
 Considerando que el citado Requerimiento de Obtención de Información al Consejo General al del Poder 
Judicial, evacuado por la dirección del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, no es ajustado a 
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Derecho y resulta lesivo a los intereses del XY, al amparo de los artículos 234 a 240 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria (LGT), y 52 a 59 del Reglamento General de Revisión en Vía Administrativa de los 
Actos de naturaleza Tributaria, aprobado por Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo (RGRVA), el día 
07/12/2017tuvo entrada en este Tribunal la presente reclamación, interpuesta por la interesada en05/12/2017. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 Primero. 
 
 Este Tribunal es competente para resolver de conformidad con lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria (LGT), así como en el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa (RGRVA), aprobado por Real Decreto 
520/2005, de 13 de mayo. No concurre ninguna de las causas de inadmisibilidad previstas en el artículo 239.4 de la 
LGT. 
 
 Segundo. 
 
 Este Tribunal debe pronunciarse respecto a lo siguiente: 
 Si se ajusta a derecho el Requerimiento de información impugnado. 
 
 Tercero. 
 
 Lo primero que ha de advertirse es que consta a este TEAC que, en sentencia de 13 de noviembre de 2018 
(recurso ...) de la Sala II de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, se ha estimado el recurso 
interpuesto por el XY, contra el Acuerdo de 20 de julio de 2017, de la Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial [que se pronunció sobre la petición formulada por la Agencia Estatal de la Administración 
Tributaria, Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, dirigida al Presidente del Consejo General del Poder 
Judicial, de remisión a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria de información relativa a la participación de 
abogados y procuradores en todos los procedimientos judiciales durante los años 2014, 2015 Y 2016] 
 En el mencionado Acuerdo, que el Alto Tribunal anula, la Comisión Permanente informaba favorablemente, 
de conformidad con un informe del Gabinete Técnico del Consejo, sobre la petición formulada por la Agencia Estatal 
de la Administración Tributaria (AEAT) relativa a la remisión de información relativa a la participación de abogados 
y procuradores en todos los procedimientos judiciales durante los años 2014, 2015 y 2016, salvo en el dato que 
pretendía Hacienda relativo a la identificación del cliente. 
 Los datos de los que quería disponer Hacienda eran la identificación, referente a 2014,2015 y 2016, de cada 
Abogado y Procurador que hubiese intervenido en procesos judiciales en cualesquiera de los Juzgados y Tribunales 
con sede en cualquier parte del territorio nacional, con datos como fechas de inicio de su intervención en el 
procedimiento, importe en litigio o identificación del cliente (la remisión de este último dato fue informado en contra 
por el CGPJ). 
 El Tribunal Supremo, tras un análisis previo de la cuestión referida a la competencia el Consejo General del 
Poder Judicial, que no hace al caso, entra de lleno, en el FD CUARTO, en el análisis de los motivos de impugnación 
que cuestionan la motivación de la actuación impugnada y el cumplimiento de los requisitos jurisprudencialmente 
exigidos sobre las vías de obtención de información por parte de la Administración Tributaria. 
Resulta esencial trascribir las consideraciones al respecto: 
 
  "CUARTO.- Análisis de los motivos de impugnación que cuestionan la motivación de la actuación 
impugnada y el cumplimiento de los requisitos jurisprudencialmente exigidos sobre las vías de obtención de 
información por parte de la Administración tributaria. 
 
 1.- Consideraciones generales. 
 
 Su debido estudio aconseja comenzar realizando unas consideraciones generales sobre cuáles son los 
rasgos básicos de la actuación administrativa investigadora en materia tributaria. 
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 La primera consiste en destacar que el fin último y principal de esa actividad investigadora es constatar de 
manera eficaz el cumplimiento de la obligación de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos que a todos 
impone el artículo 31 de la Constitución (CE); y que su importancia es capital para que sea una realidad el modelo 
de Estado social proclamado en el artículo 1, pues sólo con aquel cumplimiento pueden ser alcanzados los objetivos 
de política social y económica en los que los artículos 39 y siguientes de nuestra Norma Fundamental viene a 
concretar el contenido de su inicial cláusula de Estado social. 
 La segunda impone diferenciar las dos clases de investigación que resultan necesarias para que la referida 
actividad indagatoria alcance la meta de eficacia que el artículo 103 CE proclama como uno de los principios que 
deben presidir la actuación de la Administración pública. 
 A este respecto, ha de señalarse que resulta precisa una primera actividad de constatación de posibles 
incumplimientos individuales, que debe ser desarrollada cuando consten indicios sobre los mismos que deriven de 
la información que posea la Administración tributaria. 
 Y también es imprescindible una tarea de prospección dirigida a obtener datos que, pese a no haber aflorado 
en las vías ordinarias de información que posee la Administración tributaria, sean relevantes para comprobar 
incumplimientos tributarios que efectivamente puedan haberse producido. 
 La tercera reclama resaltar que ambas clases de investigación habrán de seguir unas pautas objetivas en 
cuanto a su realización, para hacer efectivo en esta materia de investigación tributaria el postulado de interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos que contiene el artículo 9.3 CE. 
 La cuarta estriba en señalar que esas pautas objetivas son diferentes según la clase de información de cuya 
obtención se trate, lo que traduce en la distinción, jurisprudencialmente establecida con apoyo en lo establecido en 
los artículos 94 y 95 LGT 2003, de estas dos modalidades: una información por suministro, que opera según las 
previsiones reglamentariamente establecidas en cuanto a sus formas y plazos; y una información por captación, en 
la que rige su motivación singularizada en orden a expresar las circunstancias y hechos que la justifican, así como 
su individualización subjetiva y su concreción objetiva. 
 Debiéndose añadir que estas dos modalidades de información, con sus diferentes pautas para la 
objetivación de su inicio y práctica, encarnarán, en principio, los dos distintos instrumentos de investigación dirigidos 
a esas dos tareas de prospección y constatación que antes se han señalado; dicho de otro modo, la información por 
suministro es el medio natural para las tareas de prospección, mientras que la información por captación es el cauce 
ordinario para constatar los indicios de posibles incumplimientos que hayan llegado a la Administración tributaria. 
 Finalmente, la quinta y última consideración se concreta en recordar que el artículo 116 de la LGT 2003 
dispone que la Administración elaborará un Plan de Control Tributario que, pese a tener carácter reservado, no 
impedirá que se hagan públicos los criterios generales que lo informen. 
 Habiéndose de destacar que estos Planes permitirán señalar o singularizar grupos colectivos sobre los que 
la Administración tenga razonables indicios de fraude, e iniciar frente a sus componentes actuaciones de 
reclamación de información como paso previo para iniciar en su caso actuaciones individualizadas de investigación. 
 Y siendo de subrayar muy especialmente que, en lo que hace a la motivación de estas reclamaciones 
colectivas de información, consistirá en explicar o justificar por qué el colectivo de que se trate ha de considerarse 
incluido en el correspondiente Plan. 
 2.- Los Planes Anuales de Control Tributario y Aduanero de 2016 y 2017. 
 
 En lo que aquí interesa, debe señalarse que, dentro de su Directriz I, destinada a la investigación del fraude 
tributario, definen las concretas tipologías de fraude sobre las que se dice que la Agencia Tributaria centrará su 
atención y, entre ellas, aparecen las que seguidamente se señalan. 
 
 El Plan 2016 se expresa así: 
 
 «5. Prestación de servicios de alto valor. 
 
 En 2016, las actividades profesionales continuarán siendo objeto de especial seguimiento partiendo de la 
información que derive tanto de las fuentes de información tradicionales de la Agencia Tributaria, como de aquélla 
que pueda obtenerse de terceros. 
 Se potenciará la selección de contribuyentes a partir de signos externos de riqueza en los casos en los que 
dichos signos no resulten acordes con su historial de declaraciones de renta o patrimonio preexistentes mediante el 
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uso combinado de las múltiples informaciones que existen en la actualidad a disposición de la Administración 
Tributaria. 
 En línea con lo anterior, se intensificarán los siguientes controles: 
 
 a) Obtención de información sobre prestación de servicios personales de alto valor que constan en registros, 
administrativos o privados, o mediante la realización de requerimientos de información a clientes finales. 
 b) Control de gastos declarados que garanticen que solo son objeto de deducción los relacionados con la 
actividad económica y detección de ingresos no declarados mediante la utilización de nuevas fuentes de información 
y análisis de signos externos de riqueza. 
 c) Utilización improcedente de personas jurídicas que canalicen rentas de personas físicas con el único 
objeto de reducir la tributación de la persona física por la diferencia de tipos o que incorporen gastos personales no 
relacionados con la actividad». 
 El Plan de 2017 declara lo siguiente: 
 
 «5. Otros ámbitos de actuación. Junto con los ámbitos de control prioritario señalados previamente, existen 
determinados sujetos, sectores o regímenes tributarios sobre los que la Agencia Tributaria ha desarrollado sus 
actuaciones de control en años precedentes que deben mantenerse. 
 5.1 Actuaciones relacionadas con prestaciones de servicios profesionales. 
 
 La información tradicionalmente obtenida por la Agencia Tributaria a partir de las declaraciones de los 
propios contribuyentes junto a aquélla que pueda obtenerse de terceras personas con las que los profesionales se 
relacionan en el marco de sus actividades económicas, es el marco habitual de diseño de las tareas de 
comprobación. 
 La detección de signos externos de riqueza que no resultan acordes con el historial de declaraciones de 
renta o patrimonio preexistentes mediante el uso combinado de las múltiples informaciones existentes se presenta 
en la actualidad como un adecuado marco de referencia para el trabajo a desarrollar por la Administración tributaria. 
Si fuere preciso se comunicaría a los contribuyentes las discrepancias entre los gastos que les son imputables y el 
nivel de ingresos declarados con el fin de advertir de la necesidad de que, por parte de éstos, se efectúen las 
declaraciones correspondientes. 
 Resulta esencial para poder detectar si el nivel de ingresos declarados es coherente, analizar toda la 
información disponible en registros, administrativos o privados, combinándola con la obtención mediante 
requerimientos de información a los clientes con los que se relacionan. 
 Igualmente se intensificará la colaboración que las Unidades de Vigilancia Aduanera prestan en la 
identificación de los signos externos, ya sea mediante sus propias actuaciones de investigación o ya sea para 
contrastar la información obtenida por otras áreas de la Agencia Tributaria. 
 La interposición de personas jurídicas cuya única significación económica sea la de servir como instrumento 
para canalizar rentas de personas físicas cuya tributación se ve reducida de modo irregular por la actual diferencia 
de tipos impositivos, seguirá siendo objeto de seguimiento general, sin perjuicio de análisis concretos que permitan 
detectar inconsistencias, como por ejemplo por la indebida incorporación a los resultados de la actividad de gastos 
personales no relacionados con ésta». 
 
 3.- Razones que, a partir de lo expuesto, aconsejan acoger los motivos de impugnación que se analizan en 
este fundamento de derecho. 
 
 Lo primero que debe señalarse es que el requerimiento controvertido no puede ampararse en la modalidad 
de información por suministro, porque la Administración tributaria no señala la regulación reglamentaria en la que 
se apoya para llevarlo a cabo. 
 Lo segundo a destacar es que los citados Planes 2016 y 2017 no justifican tampoco un requerimiento de 
información dirigido globalmente a la totalidad del colectivo de la Abogacía como es el que aquí es objeto de 
controversia; esto es, la lectura de lo que se ha transcrito en ambos Planes pone bien de manifiesto que, para que 
un requerimiento de información dirigido a uno o varios profesionales pueda considerarse amparado por el Plan, 
habrá de concurrir individualmente en cada uno de los seleccionados este presupuesto: 
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 «(...) signos externos de riqueza en los casos en los que dichos signos no resulten acordes con su historial 
de declaraciones de renta o patrimonio preexistentes mediante el uso combinado de las múltiples informaciones que 
existen en la actualidad a disposición de la Administración Tributaria». 
 Siendo de añadir respecto de lo que acaba de señalarse lo siguiente: 
 
 (a) Dicho presupuesto lo establece el Plan de 2016 pero rige también en el Plan de 2017, porque, según se 
ha dicho, se expresa así: 
 
 «Junto con los ámbitos de control prioritario señalados previamente, existen determinados sujetos, sectores 
o regímenes tributarios sobre los que la Agencia Tributaria ha desarrollado sus actuaciones de control en años 
precedentes que deben mantenerse». 
 Y este propósito de mantener lo del año anterior significa la continuidad en el Plan 2017 del presupuesto 
que el Plan del anterior año 2016 estableció para que se pudiese actuar sobre contribuyentes que presten 
actividades profesionales. 
 
 (b) Los textos de uno y otro Plan permiten diferenciar dos cosas distintas: el presupuesto para actuar contra 
los contribuyentes que presten servicios profesionales y la actuación que sobre ellos podrá realizar la Administración 
tributaria; pero sin que sean posibles estas últimas actuaciones si la selección del contribuyente sobre quien se va 
a reclamar información no se efectuó con observancia de la concurrencia en él del presupuesto que se viene 
mencionando. 
 (c) La observancia del tan repetido presupuesto resulta inexcusable para hacer visible que la selección del 
profesional cuya actividad vaya a ser objeto de un requerimiento de información se ajusta a unas pautas de 
objetividad; unas pautas que, según ya se dijo, resultan necesarias para asegurar que la actuación de la 
Administración tributaria observa debidamente el mandato de interdicción de la arbitrariedad que proclama el artículo 
9.3 de la Constitución. 
 
 Quinto. 
 
 Decisión final y costas procesales. 
 
 Lo antes razonado impone, sin necesidad ya de otras consideraciones complementarias, estimar el recurso 
contencioso-administrativo y anular la actuación del Consejo General del Poder Judicial frente a la que se ha dirigido 
la impugnación en el actual proceso jurisdiccional." 
 
 Como puede apreciarse, el contenido de la petición que se analiza por el Alto Tribunal es idéntica a la 
requerida del XY aquí reclamante, por lo que por razones de seguridad jurídica y coherencia no podemos sino aplicar 
el criterio el adoptado por el Tribunal Supremo en la referida sentencia, plenamente aplicable al caso aquí planteado. 
 En consecuencia, procede la anulación del requerimiento impugnado. 
 
 Por lo expuesto 
 
 Este Tribunal Económico-Administrativo  
 

ACUERDA 
 
 ESTIMAR la presente reclamación, anulando el acto impugnado. 
 
 Fuente: Sitio web del Ministerio de Hacienda y Función Pública. 
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